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SESIONES EXTRAORDINARIAS DEL CONSEJO PERMANENTE CON ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL, OTROS ACTORES, Y USUARIOS DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS CELEBRADAS EL 7 DE DICIEMBRE DE 2012 EN LA SEDE DE LA OEA EN WASHINGTON

(Presentaciones de la Comisión de Derechos Humanos de Guatemala en Estados Unidos)
/
Kelsey Alford-Jones

Directora, Comisión de Derechos Humanos de Guatemala en EE.UU.

Capítulo 2: Medidas Cautelares

Vengo en defensa del sistema interamericano y quiero reiterar la importancia de respetar la autonomía y independencia de la Comisión y a la vez compartir mi preocupación sobre la participación limitada e insuficiente ofrecida a la sociedad civil y las víctimas que acuden al Sistema Interamericano. 


Las medidas cautelares han cumplido un rol importante de protección y apreciamos que el Grupo de Trabajo coincida en reconocer su valor y utilidad. 


Sin embargo, tenemos varias preocupaciones en cuanto a las recomendaciones sobre los requisitos para el otorgamiento y levantamiento de medidas, sobre los requerimientos de individualización, y en especial, la muy reducida recomendación que se hace a los Estados Miembros, la cual no plantea ningún compromiso concreto de cumplimiento. 


Ya que las medidas cautelares constituyen un mecanismo diseñado para situaciones de grave urgencia, es de suma importancia asegurar un proceso de otorgamiento que sea ágil y flexible y responda a las particularidades de cada caso concreto. En tal sentido, no se puede hacer mas riguroso, ni mucho menos requerir el agotamiento de la denuncia interna. Estas exigencias tornarían el mecanismo en inefectivo,  impedirían una respuesta rápida y podrían implicar la desprotección de los afectados.  


De igual forma, la vigencia de las medidas no debe depender de un plazo determinado. Al contrario, no se deben levantar mientras el riesgo persista y hasta que el gobierno identifique, investigue y sancione la fuente de riesgo.  


En relación con las medidas cautelares colectivas, la regulación actual es acorde con los estándares establecidos por la propia Corte IDH.  Consideramos que la recomendación del Grupo de Trabajo de buscar individualizar a los beneficiarios sería un claro retroceso en la habilidad de la Comisión de otorgar protecciones a comunidades y grupos que – en su conjunto – están en grave riesgo y/o son victimas de una violación.


Nuestra Comisión vio de cerca la importancia de medidas colectivas cuando las pedimos para más de 700 familias maya q’eqchi’es que fueron desalojadas de forma violenta por la policía y ejército en el Valle del Polochic, Alta Verapaz, Guatemala.  Sus casas y pertinencias fueron destruidas y sus cosechas quemadas. Las familias quedaron sin alimento, sin albergue y sufriendo amenazas e intimidaciones constantes. Ante esta situación, las medidas cautelares otorgadas fueron lo único que logró asegurar cierto resguardo y una mínima ayuda humanitaria del gobierno en forma de la entrega de alimentos a las familias que sufrían de grave desnutrición. 

El Sistema es fundamental para la protección de nuestros derechos, pero es la obligación de los Estados garantizar el efectivo cumplimiento de las leyes nacionales, regionales e internacionales en materia de derechos humanos. Por lo tanto, un verdadero fortalecimiento del Sistema también tendrá que conllevar un compromiso político de los Estados miembros de respetar la independencia de la Comisión y de asegurar el pronto cumplimiento con sus medidas. 

Muchas gracias.
Lucrecia Molina (PETICIONES Y CASOS)


Buenos días, señoras y señores representantes. El 6 de octubre de 1981 mi hermano Marco Antonio Molina Theissen fue detenido ilegalmente y desaparecido en Guatemala. Desde ese triste día, iniciamos una búsqueda que se ha prolongado más de la mitad de mi vida y es en esa calidad, como hermana de un niño desaparecido cuyo caso fue examinado por la Corte IDH, que estoy ante ustedes en defensa del sistema interamericano, por ahora es nuestra única esperanza de justicia, y de la participación de la sociedad civil.

Las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos ocurridas en América Latina en las últimas décadas del siglo XX causaron un elevado costo social y daños irreparables. En casi todos nuestros países, la transición a la democracia no trajo consigo la justicia para las víctimas de los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra en un contexto de debilitamiento de la independencia de los organismos judiciales y la aprobación de leyes de amnistía.


Así, la búsqueda infructuosa de Marco Antonio y de decenas de millares de personas desaparecidas fue sustituida por la búsqueda de la verdad. Sin embargo, esa verdad que nos debe llevar tanto a la ubicación y devolución de sus restos como a la investigación, juicio y castigo de los responsables de ese delito imprescriptible, continuado, permanente y de lesa humanidad –así como de las ejecuciones extrajudiciales, las masacres, los asesinatos políticos, la tortura y el genocidio- también continúa desaparecida en la mayoría de países donde se perpetraron estos crímenes.


La verdad y la justicia son derechos reconocidos por los Estados que conforman la OEA mediante sucesivas resoluciones de la Asamblea General desde 2006. En ellas, se les insta a “a que estudien la posibilidad de crear mecanismos judiciales específicos y, según proceda, comisiones de la verdad u otras de similar naturaleza, que contribuyan con  el sistema judicial para investigar y castigar las violaciones manifiestas de los derechos humanos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario.” Sin embargo, la falta de acceso a la información recopilada en los archivos militares, la ausencia de voluntad política y la consecuente denegación de justicia, nos han obligado a numerosas víctimas de todo el continente a presentar demandas ante el SIDH. En tal sentido, el SIDH, que fue establecido por los propios Estados, viene a llenar un vacío en los países que mantienen un elevado déficit en el cumplimiento pasado y presente de las obligaciones contraídas al ratificar la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros tratados en la materia.


Con un carácter subsidiario, la razón de ser del sistema interamericano de derechos humanos, es la protección de la persona humana. Con base en esa finalidad, las peticiones individuales son la piedra angular del trabajo de sus órganos, la Corte IDH y la CIDH. Un acuerdo de solución amistosa o un fallo contencioso reconocen las demandas de las víctimas y definen pautas de reparación individuales y, al trascender a las víctimas del caso, buscan desencadenar procesos de fortalecimiento de la legalidad y la institucionalidad democráticas, sobre todo de las vinculadas con la administración de justicia.


Sin embargo, la falta de cumplimiento de las medidas de reparación que van más allá de lo económico o de las reparaciones simbólicas –una falla de fondo que pone en riesgo la eficacia del sistema de peticiones individuales- no solamente ahonda el dolor que persiste en las vidas de numerosas víctimas y sus familias, un dato ausente de las deliberaciones en los foros sobre el sistema de la misma forma en que se invisibiliza a las personas y colectividades para cuya protección fue establecido, también deslegitima y pone en entredicho la solidez de los regímenes políticos construidos en los últimos años.


En razón de lo expuesto, considero que el sistema interamericano con el apoyo de los Estados que lo establecieron, debe ser fortalecido efectivamente en su misión de protección con el cumplimiento eficaz de sus resoluciones, de manera que se alcance la reparación integral del daño causado hasta donde sea posible. Para ello, debe comprenderse que no se está tratando con nombres perdidos en gestiones y expedientes, sino con una materia muy delicada, el sufrimiento humano derivado de la injusticia, un factor que indudablemente debilita a las democracias del hemisferio.
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�.	 La documentación del Consejo Permanente sobre este proceso de reflexión puede consultarse visitando el siguiente enlace: � HYPERLINK "http://www.oas.org/consejo/sp/reflexion.asp" ��http://www.oas.org/consejo/sp/reflexion.asp�
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